Alberto Molina Ramírez  vs Colpensiones. Radicación 66001-31-05-001-2011-00312-01


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Providencia del 24 de abril de 2019 

Radicación Nro.:
66001-31-05-001-2011-00312-01

Proceso:

Ejecutivo Laboral 

Demandante:

Alberto Molina Ramírez

Demandado:

Colpensiones 

Juzgado de origen:
Primero Laboral del Circuito

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

TEMAS:
COSTAS PROCESALES / NO TIENEN CARÁCTER LABORAL / POR LO TANTO, SU PRESCRIPCIÓN SE  RIGE POR LAS NORMAS CIVILES Y EL TÉRMINO ES DE CINCO AÑOS.
Si bien en materia laboral la prescripción está regulada por el artículo 488 del Código Sustantivo de Trabajo y el artículo 151 de Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, lo cierto es que el primero hace referencia al término prescriptivo de las acciones correspondientes a los derechos de origen laboral y el último a la afectación del paso del tiempo respecto a las acciones que emanen de las leyes sociales.  

En tal orden de ideas, por no ser ni un derecho regulado por Código Sustantivo del Trabajo, ni originado en leyes sociales, la acción por medio del cual se pretende el cobro de las costas judiciales debe regularse por el derecho civil, siendo así entonces aplicable el artículo 2536 del Código Civil, modificado por el artículo 8º de la ley 791 de 2001, que indica que la acción ejecutiva prescribe a los cinco años. (…)
… en este caso la solicitud de ejecución de las costas procesales aprobadas por el juzgado de conocimiento por auto de fecha 30 de noviembre de 2011, fue presentada por la parte actora el 3 de marzo de 2016, es decir 4 años, 2 meses y 26 días después de ejecutoriada dicha providencia el 7 de diciembre de 2011.

En ese sentido, para que la prescripción de cinco años prevista en el Código Civil fuera interrumpida, conforme las disposiciones del artículo 2539 ibídem, correspondía a la parte actora iniciar la acción antes de 7 de diciembre de 2016, lo que efectivamente hizo… el día 3 de marzo de 2016 por lo tanto, el fenómeno prescriptivo no alcanzó a enervar la obligación cobrada.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veinticuatro de abril de dos mil diecinueve
Acta número ___ de 24 de abril de 2019
En la fecha, siendo las nueve y treinta de la tarde, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación presentado por el señor Alberto Molina Ramírez contra el auto que declaró probada la excepción de prescripción propuesta por la Procuradora 15 Judicial I para Asuntos de Trabajo y la Seguridad Social de Pereira, proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de esta ciudad el día 21 de noviembre de 2018, dentro del proceso ejecutivo laboral que aquel le promueve a Colpensiones, cuya radicación corresponde al número 66001-31-05-001-2011-00312-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:




















En este estado de la diligencia, se le corre traslado a las partes con el propósito de que si lo consideran necesario presenten sus alegatos de conclusión en un lapso de 5 minutos, término que considera la Sala prudente para el efecto de conformidad con lo previsto en el parágrafo 2º del artículo 42 del C.P.T.
Oídas las argumentaciones de las partes y como quiera que los aspectos propuestos por ellas fueron tenidos en cuenta al momento de discutir el proyecto presentado por el ponente procede la Sala a resolver lo que es materia del recurso, teniendo en cuenta para ello los siguientes:
ANTECEDENTES

Luego de obtener sentencia favorable ante la jurisdicción laboral, el señor Alberto Molina Ramírez inició acción ejecutiva con el fin de que fuera librado mandamiento de pago a su favor por la suma de $3.749.200 por concepto de costas procesales, intereses legales y costas de la acción ejecutiva.

En providencia de fecha veintinueve de enero del año que avanza, el juzgado de conocimiento libró mandamiento de pago respecto a las costas y sus intereses, dejando pendiente por definir lo correspondiente a las costas de la acción ejecutiva, seguidamente ordenó la notificación de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado y a la ejecutada.
Notificadas en debida forma estas entidades, la primera se abstuvo de formular excepciones y la segunda guardó silencio, motivo por el cual se dio continuidad al trámite, procediendo a liquidar el crédito de conformidad con lo previsto en el artículo 446 del Código General del Proceso.

Encontrándose en traslado la liquidación efectuada por el ejecutante, la Procuradora 15 Judicial I para Asuntos de del Trabajo y la Seguridad Social, solicitó la anulación del trámite en tanto no fue notificado el Ministerio Público dentro del presente asunto, a lo cual el juzgado accedió procediendo a notificar a la citada funcionaria por conducta concluyente, decisión que fue recurrida y confirmada por esta misma Sala de Decisión.

Dentro del término conferido para proponer excepciones, la agente del Ministerio Público, formuló como excepción la de prescripción, fundamentada en el hecho de que han trascurrido más de tres años entre la fecha en que quedó ejecutoriado el auto que aprobó las costas procesales y la fecha de presentación de la acción ejecutiva que busca su pago.
En audiencia celebrada el 21 de noviembre de 2018, el juzgado de conocimiento, luego de analizar que las únicas excepciones respecto a las cuales podía pronunciarse, son las previstas en el artículo 442 del Código General del Proceso, por tratarse el título judicial de una sentencia legalmente ejecutoriada,  procedió a estudiar la excepción de prescripción formulada por la funcionaria, la que declaró probada al encontrar configurados los presupuestos para ello.  Como consecuencia de esta decisión, condenó en costas al ejecutante y ordenó la terminación del proceso y el archivo de expediente. 
El fundamento de esa decisión descansó en lo dispuesto en los artículos 488 del Código Sustantivo del Trabajo y 151 del Código de Procedimiento Laboral, que establecen que las acciones que emanan de las leyes sociales prescriben en tres años, que se contarán desde que la respectiva obligación se hizo exigible, norma que además contempla que el reclamo escrito del trabajador recibido por el empleador interrumpe el fenómeno prescriptivo por un lapso igual.  Por lo que habiendo quedado la sentencia ejecutoriada el 28 de octubre de 2011 y las costas el 7 de diciembre de la misma anualidad y habiéndose interrumpido la prescripción el día 15 de febrero de 2012, se hacía necesario que el ejecutante presentara la acción ejecutiva a más tardar el 15 de febrero de 2015, lo cual sólo hizo hasta el 3 de marzo de 2016.

Consecuente con tal declaración, ordenó la terminación del proceso y la condena en costas a cargo del ejecutante.

Inconforme con la decisión, la parte ejecutante la apeló indicando que al tener las costas procesales un carácter meramente procesal, la prescripción de la acción ejecutiva debe ceñirse al postulado del artículo 2356 del Código Civil y en ese caso, siguiendo la línea jurisprudencia de esta Corporación, al haber presentado la acción ejecutiva el 3 de marzo de 2016, no ha prescrito la acción laboral y por tanto la misma debe continuar.
CONSIDERACIONES:

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente:

PROBLEMA JURÍDICO

¿Operó el fenómeno prescriptivo en el presente asunto?
Para resolver el interrogante planteado en el caso concreto, la Sala estima pertinente hacer las siguientes precisiones:

1. DEL ORIGEN DE LAS COSTAS JUDICIALES 

El Código General de Proceso, dispone en su artículo 365 modificado por la Ley 1395 de 2010, la condena en costas a la parte vencida en juicio o  a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, súplica, queja, casación, revisión o anulación que haya formulado; así como a quien se le resuelva de manera desfavorable un incidente, la formulación de excepciones previas, una solicitud de nulidad o un amparo de pobreza, sin perjuicio de lo dispuesto en relación con la temeridad o mala fe.

En ese contexto entonces, las costas son de origen procesal y se encuentran constituidas por la agencias en derecho que se refieren a los costos en que incurre la parte para acudir ante la administración de justicia y las expensas –copias, honorarios de auxiliares de la justicia, publicaciones, entre otros-.

2. DE LA PRESCRIPCIÓN DE LAS ACCIONES EJECUTIVAS TENDIENTES AL COBRO DE COSTAS PROCESALES.
Si bien en materia laboral la prescripción está regulada por el artículo 488 del Código Sustantivo de Trabajo y el artículo 151 de Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, lo cierto es que el primero hace referencia al término prescriptivo de las acciones correspondientes a los derechos de origen laboral y el último a la afectación del paso del tiempo respecto a las acciones que emanen de las leyes sociales.  

En tal orden de ideas, por no ser ni un derecho regulado por Código Sustantivo del Trabajo, ni originado en leyes sociales, la acción por medio del cual se pretende el cobro de las costas judiciales debe regularse por el derecho civil, siendo así entonces aplicable el artículo 2536 del Código Civil, modificado por el artículo 8º de la ley 791 de 2001, que indica que la acción ejecutiva prescribe a los cinco años.
Ahora bien, la posibilidad de interrumpir dicho fenómeno, está regulada por la misma normatividad, que en el artículo 2539 establece:
“La prescripción que extingue las acciones ajenas, puede interrumpirse, ya natural, ya civilmente.

Se interrumpe naturalmente por el hecho de reconocer el deudor la obligación, ya expresa, ya tácitamente.

Se interrumpe civilmente por la demanda judicial; salvo los casos enumerados en el artículo 2524.”

3. CASO CONCRETO

Lo primero que debe decirse es que en este caso la solicitud de ejecución de las costas procesales aprobadas por el juzgado de conocimiento por auto de fecha 30 de noviembre de 2011, fue presentada por la parte actora el 3 de marzo de 2016, es decir 4 años, 2 meses y 26 días después de ejecutoriada dicha providencia el 7 de diciembre de 2011.

En ese sentido, para que la prescripción de cinco años prevista en el Código Civil fuera interrumpida, conforme las disposiciones del artículo 2539 ibídem, correspondía a la parte actora iniciar la acción antes de 7 de diciembre de 2016, lo que efectivamente hizo, de acuerdo con la constancia de recibido visible a folio 93 del expediente, el día 3 de marzo de 2016 por lo tanto, el fenómeno prescriptivo no alcanzó a enervar la obligación cobrada.
Conforme a lo dicho, el ordinal SEGUNDO del auto apelado será revocado para en su lugar declarar no probada la excepción de prescripción propuesta por Procuradora 15 Judicial I para Asuntos de Trabajo y la Seguridad Social de Pereira.  Igual suerte correrán los ordinales TERCERO, QUINTO, SEXTO y SÉPTIMO, como consecuencia de la no prosperidad de dicho medio exceptivo.
Sin costas en esta instancia por tratarse el recurrente del Ministerio Público.

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR el ORDINAL SEGUDO del auto proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el día 21 de noviembre de 2018.

SEGUNDO: REVOCAR los ordinales TERCERO, QUINTO, SEXTO y SÉPTIMO de la misma providencia, como consecuencia de la orden anterior.

TECERO: CONFIRMAR  en todo lo demás la providencia impugnada.
Sin costas en esta instancia.

Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
       ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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